RESPUESTA DE CEJIL AL MÓDULO DE CONSULTA I DE LA CIDH: SISTEMA DE PETICIÓN INDIVIDUAL
A. Introducción

Por medio del presente escrito, el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) presenta sus aportes a la consulta relativa al Sistema de Petición Individual, lanzada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “CIDH”, “Comisión” o “Comisión Interamericana”), en seguimiento al Informe del Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Informe del Grupo de Trabajo”). Dicho Informe fue aprobado por el Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos (“OEA”) el 25 de enero de 2012. Posteriormente la Asamblea General de la OEA decidió acoger el Informe y solicitar al Consejo Permanente que, sobre la base del mismo, “formule propuestas para su aplicación en diálogo con todas las partes involucradas”, las cuales se pusieran a consideración de una Asamblea General Extraordinaria en el primer trimestre de 2013
.

En este sentido, CEJIL presenta sus observaciones preliminares sobre este tema siguiendo el orden de la consulta propuesto por la Comisión Interamericana. Sin embargo, hemos creído necesario hacer unas consideraciones previas sobre los principios que deben guiar cualquier proceso de reflexión sobre el trabajo de la Comisión que tenga la genuina intención de fortalecer el alcance de la protección de derechos humanos conferida por el Sistema Interamericano (en adelante “SI”).

B. Consideraciones previas al proceso de reflexión en materia de peticiones individuales 

CEJIL reitera su convicción de que la protección regional de los derechos humanos está inspirada en la necesidad de generar un resguardo último para asegurar el goce y disfrute de los derechos fundamentales, y defender la dignidad humana. En este sentido, los sistemas de protección internacional expresan el compromiso colectivo de los Estados de garantizar los derechos humanos dentro y fuera de sus fronteras nacionales y constituyen una de las expresiones más nobles del reconocimiento de la dignidad de todas las personas y de la fraternidad entre los pueblos. Más aun, los tratados de derechos humanos reconocen la desigualdad de los individuos frente al poder estatal, la posibilidad de errores y retrocesos en el amparo de los derechos, y manifiestan la voluntad de las naciones de generar mecanismos de protección subsidiarios que contribuyan a la salvaguardia última de los derechos fundamentales. 
Existe pues la necesidad de que la Comisión y la Corte Interamericana respondan, en lo institucional y procesal, a la demanda de tutela de derechos individuales y colectivos en una situación en la que persisten graves violaciones de derechos en el marco de democracias imperfectas de las que dan cuenta, entre otros, numerosos informes, casos, comunicados de prensa de mecanismos nacionales de protección de derechos humanos, de los órganos del SI y de las Naciones Unidas. Por ello, resulta esencial la preservación de la función tutelar de la Comisión en su rol de resguardo de derechos de los afectados/as y víctimas que solicitan amparo de manera individual o colectiva, con características adecuadas a las situaciones que enfrenta nuestro continente y a las capacidades del sistema de protección. 

Partiendo de ello, cualquier propuesta de reforma al trabajo de la Comisión debe estar inspirada por el objeto y fin último del SI, es decir, la protección y promoción de los derechos humanos en el hemisferio, procurando soluciones que atiendan a resguardar los derechos de las personas, erradicar las causas y consecuencias de las acciones u omisiones que derivaron en la responsabilidad internacional del Estado y determinar medidas para evitar la recurrencia de situaciones equiparables. Asimismo, las propuestas de reforma deben derivar en un mayor acceso de las personas y colectivos más excluidos y en una mayor efectividad del Sistema Interamericano para tutelar derechos. 
En este sentido, sobre los temas abiertos a consulta, la Comisión debe considerar plasmar por escrito los principios rectores que deben guiar la interpretación y aplicación de su Reglamento y sus prácticas, siguiendo la jurisprudencia existente en el Sistema. Dichos principios son: el principio pro persona
, interpretación dinámica
, efectividad
, universalidad
, igualdad de armas y seguridad jurídica
, contradictorio
, inmediatez de la prueba
, acceso gratuito a la justicia
, simplicidad, economía procesal e informalidad
. Los principios mencionados reafirman la centralidad de la víctima dentro del sistema, a la vez que sirven de salvaguarda para las garantías procesales de todas las partes. Iniciamos con estas consideraciones preliminares, pues consideramos que explicitar el propósito de la tutela regional y los principios que la inspiran es clave para las propuestas que ponemos a su consideración en este documento. 

Ahora bien, en su proceso de reflexión interna, la CIDH precisa ir más allá de los temas propuestos por los Estados en el Informe del Grupo de Trabajo, el cual no analiza aspectos que son esenciales para el fortalecimiento del trabajo de la CIDH, tales como la mejora del acceso de las víctimas al Sistema, las condiciones para el desempeño del cargo de Comisionados/as y de jueces/as de la Corte (salario, incompatibilidades, etc.), la determinación de prioridades temáticas, la producción periódica de información que permita evaluar con mayor claridad los obstáculos que enfrenta la CIDH en sus tareas, y la necesidad de un cumplimiento íntegro de las decisiones de la Comisión y la Corte, entre otros.

Resulta alentador que algunos de esos temas estén incluidos como objetivos en el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH, pero consideramos que los mismos deben formar parte esencial de la agenda de fortalecimiento del trabajo de la Comisión.
Adicionalmente, consideramos de manera general que las propuestas de reforma requieren diferentes niveles de acción por parte de la Comisión Interamericana. En primer lugar, sería recomendable que la CIDH produzca información sistemática pública, que permita a las organizaciones de la sociedad civil, Estados, académicos, y otros usuarios interesados, hacer un análisis más acucioso de los obstáculos que actualmente enfrenta el SI, para poder ponderar mejor las reformas que son necesarias. Asimismo se precisa más información respecto a si las reformas reglamentarias anteriores redundaron en un mayor alcance en la protección de los derechos fundamentales. En segundo lugar, cuando resulte procedente, proponemos que la Comisión lleve a cabo algunas reformas reglamentarias. En tercer lugar, proponemos que adopte o modifique directrices internas de trabajo en documentos públicos, o que reforme sus prácticas. En cuarto lugar, proponemos que la CIDH fortalezca, entre sus tareas de promoción ya existentes, la de incentivar en mayor medida que los Estados tomen acciones para avanzar en el cumplimiento de sus obligaciones respecto a temas relativos al trámite de casos.

Finalmente, consideramos que es recomendable que exista un costeo financiero frente a cualquier proceso de reformas, y que la CIDH cree instrumentos e indicadores de monitoreo respecto a si las reformas adoptadas resultan o no en una mayor protección regional. 

Realizadas las consideraciones previas anteriores, pasamos a ofrecer nuestras reflexiones sobre los puntos específicos incluidos en la consulta formulada por la Comisión Interamericana sobre el tema del sistema de petición individual, incluyendo algunos otros temas del trámite de casos que son esenciales para el debate. Aportamos también observaciones sucintas sobre dos temas que no fueron sometidos a consulta: el de archivo de peticiones y el de soluciones amistosas, los cuales sí fueron discutidos por los Estados Miembros en el Informe del Grupo de Trabajo. 

C. Observaciones sobre los temas sometidos a consulta
1. Sobre la denuncia
a) Recepción de denuncias 
El estudio y tramitación inicial de las peticiones presentadas deberían consistir en verificar que prima facie se cumplan los requisitos establecidos en el Reglamento de la CIDH, particularmente, el artículo 28 del mismo que determina los requisitos formales mínimos que debe contener una petición para que se le pueda dar trámite inicial. 

Al respecto consideramos que los requisitos son claros y no requieren de modificación reglamentaria alguna. Sin embargo, dado el retraso existente en la notificación y traslado de peticiones iniciales, quizás se debería rever la práctica de la CIDH en esta etapa para determinar si parte de la demora actual se debe a que existe una determinación preliminar de admisibilidad antes de dar traslado a la denuncia, si el análisis realizado por la Secretaría excede las cuestiones formales o materiales propias de esta etapa (por ejemplo, a través del estudio de requisitos renunciables tácitamente o que pueden ser saldados con la actividad de la propia CIDH, etc.), y si existen duplicaciones en los procedimientos internos, entre otros. 

Así, la recepción y examen para que la CIDH dé trámite inicial a una denuncia debería ser lo más simple y expedita posible, a fin de acelerar el procedimiento inicial de trámite de las peticiones. Dicha revisión debería consistir en verificar la alegación de un hecho verosímil y la alegada violación de alguno de los derechos de la CADH u otros instrumentos aplicables y otros elementos claves para la competencia de la CIDH, que no puedan ser renunciados o suplidos por la actividad de la parte o de la Secretaría en el proceso. 
b) Notificación a las partes

Por otra parte, coincidimos con la propuesta realizada por los Estados para que se les notifique una vez registrada una petición, y en ese sentido sería aconsejable que la CIDH regrese a su práctica anterior de “acusar recibo” a las dos partes del litigio, una vez se haya determinado que la petición cumple prima facie los requisitos formales para ser tramitada, lo que debería ocurrir en un plazo breve.

c) Individualización de las víctimas
El Informe del Grupo de Trabajo propone que se creen mecanismos para determinar e individualizar a las víctimas
. Esta propuesta había sido realizada por Colombia y Bolivia durante el proceso de debate
. Es de notar, que en la mayor parte de las situaciones que se presentan ante el SI existe una clara identificación de las víctimas y nominación de las mismas, esto es, se sabe quiénes son y cuál es su nombre. Sin embargo, existen varias situaciones en que, si bien es posible determinar a las mismas, no siempre es posible o deseable nominar a todas ellas como desarrollaremos a continuación. 

Por ello, a contrario de lo que parece implícito en la recomendación del GT, consideramos que la Comisión no debe exigir una nominación de la totalidad de las víctimas en cada caso, si existen razones relacionadas con la naturaleza de la situación que lo hagan imposible o inconveniente en un momento procesal determinado. Esta determinación del curso a seguir en los casos que requieran actuar sin nominar un grupo o la totalidad de las víctimas, sin embargo, debe hacerse con criterios claros y de manera justificada, inspirándose en las soluciones que brinda el derecho comparado y la normativa y jurisprudencia nacional. 

Al respecto, es de notar, en primer lugar, que en algunos casos puede haber sujetos colectivos que se presenten como víctimas, y que por su naturaleza requieran de un trato diferenciado. Esto sucede, por ejemplo, respecto a los casos de pueblos indígenas. En un reciente caso, la Corte Interamericana reconoció por primera vez en su jurisprudencia, los derechos colectivos de los pueblos indígenas y no sólo de sus miembros, lo cual es más acorde con la protección que el Derecho Internacional les confiere
. Al respecto, de larga data, la CIDH y la Corte han abordado reclamos de pueblos indígenas como tales y es razonable que aquella práctica continúe. 

En segundo lugar, podría haber otras situaciones en que sea necesario o conveniente el tratamiento de peticiones de manera colectiva para obtener una tutela efectiva e igualitaria en un caso concreto debido a las características de la situación a abordar. Por ejemplo, frente a personas privadas de libertad en condiciones inhumanas en un centro de detención o adolescentes detenidos con adultos, frente a grupos de migrantes o solicitantes de refugio en una situación que afecte a un grupo, etc. 

En este sentido, existen múltiples experiencias derivadas de la normativa, jurisprudencia y doctrina de los Estados de la región, que contemplan la posibilidad de acciones de protección de derechos, como el habeas corpus, el amparo y los procedimientos para la tutela de derechos colectivos y difusos, que podrían servir para brindar mayores alternativas para guiar el actuar  de la CIDH en este tipo de casos
, con la finalidad de actuar efectivamente respondiendo a situaciones que afectan a grupos, balanceando las garantías en juego. 

En tercer lugar, existe otro supuesto muy común en el SI que consiste en la imposibilidad de nominar a las víctimas por la dinámica de violencia estatal y la falta de investigación de la administración de justicia, como ha ocurrido frente a masacres en el ámbito rural en buena parte de nuestra región. En estos supuestos, liberar al Estado de responsabilidad por una situación de imposibilidad generalmente parcial de identificación creada por el propio Estado, es un sinsentido para la protección de derechos humanos. Otro caso recurrente, consiste en la falta de identificación precisa de familiares de víctimas de ejecuciones arbitrarias o desaparición forzada que por su sufrimiento adquieren el carácter de víctima. En ocasiones, en particular en casos de víctimas múltiples cuyos casos han estado pendientes ante el SI por mucho tiempo, los familiares de aquéllas no han sido claramente identificados/as en el proceso porque ello no era un requisito para el reclamo al momento de presentar la petición inicial. En la mayoría de los casos, el Estado tiene información a su disposición, como registros de nacimiento, certificados de matrimonio, procesos contenciosos a nivel local, etc, que permiten establecer con claridad los vínculos de parentesco. En estos supuestos, la CIDH y la Corte deberían suplir la falta de información que permita individualizar a las víctimas requiriéndola de ambas partes
. Es de notar que la jurisprudencia de la Corte ha variado en este punto, y en algunos casos ha incluido sistemas ad hoc de identificación de víctimas y familiares en los procesos de ejecución de sentencia
. 

Un cuarto supuesto, radica en la solicitud de medidas de protección de carácter colectivo, que será tratado en nuestras observaciones relativas a la consulta sobre este tema
. 

En función de lo señalado, sostenemos que no siempre es recomendable o necesario realizar la individualización de las víctimas para el trámite de casos, lo cual debe determinar la CIDH de manera clara y justificada, inspirándose en la jurisprudencia y estándares existentes a nivel internacional y nacional. 

d) Digitalización del procedimiento
En cuanto a la digitalización del trámite de las peticiones, valoramos positivamente los esfuerzos de la Comisión a efectos de aprovechar las nuevas tecnologías, y poner en marcha el Sistema de Manejo de Peticiones y Casos (“PCMS” por sus siglas en inglés) y el Sistema de Manejo de Documentos Electrónicos (“DMS” por sus siglas en inglés)
. El empleo de estos mecanismos generará las condiciones para facilitar el trámite de los casos por parte de la Comisión. Valoramos también la iniciativa de la Secretaría Ejecutiva de implementar un sistema que permitiría el acceso de los usuarios del SI al sistema de peticiones individuales y casos y sus respectivos documentos. La implementación del denominado “Portal de Usuarios”, otorgaría mayor transparencia y seguridad jurídica a las partes sobre la etapa procesal en que se encuentra una petición determinada. Esperamos que el PCMS sirva asimismo para producir información relevante para dar información solida sobre aquellos reclamos recurrentes ante el SI, tiempos promedio de procesamiento de casos en las diferentes etapas, cumplimiento de las decisiones, etc.  

Es preciso, sin embargo, que la Comisión tenga en cuenta los derechos de aquellas personas que no cuentan o que tienen un acceso limitado a los medios electrónicos, por lo que deberá mantener su práctica de recibir peticiones por escrito, y de procurar el seguimiento del proceso de la misma manera, para aquellas víctimas que así lo requieran
. 

2. Acceso efectivo de las víctimas al SI

Un tema de especial relevancia para el fortalecimiento del procedimiento de trámite de peticiones se encuentra ligado a la mejora de los mecanismos de acceso de las víctimas más excluidas al SI. Las dificultades de acceso al SI incluyen, entre otras, limitaciones económicas y de asesoramiento legal idóneo para la tutela de los derechos en el SI. 

En este punto, consideramos un gran avance la aprobación del Fondo de Asistencia Legal de la CIDH y la entrada en vigor de su Reglamento en 2011, porque constituye un paso en la dirección de un mayor acceso de las víctimas
. Sin embargo, no se encuentra disponible información pública de la CIDH sobre la conformación del fondo y su uso hasta la actualidad. Por ello, la Comisión debe hacer pública esta información, incluso en el caso de que el fondo hubiera agotado los recursos para su funcionamiento, a fin de realizar un diagnóstico de las necesidades expresadas por las víctimas o peticionarios/as y para evaluar su impacto y efectiva operatividad.

Quisiéramos rescatar que el espíritu tutelar del SI en parte se plasma en la posibilidad de que cualquier persona denuncie sin necesidad de contar con representación legal alguna. Valoramos altamente que la representación legal no sea un requisito obligatorio en el litigio ante la Comisión. Entendemos que parte del papel de la CIDH y de la Corte consiste en remediar la desigualdad de hecho entre Estado y peticionario con una actividad procesal que permita el acceso sin representación de las personas y grupos en la situación de mayor vulnerabilidad. Sin embargo, la complejidad técnica en el litigio de algunos casos podría hacer que la  representación sea necesaria o conveniente para garantizar el acceso efectivo de las víctimas al SI y la igualdad de armas.

Por ello, de manera adicional, creemos que es clave que haya una discusión sobre cómo resolver la necesidad de asistencia técnica a las víctimas. En este sentido, quizás sea prudente considerar que la Comisión elabore una lista (roster) de representantes con conocimiento y/o experiencia en el SI, a fin de proveer representación pro bono en aquellos casos en que los peticionarios tengan demostrada necesidad económica y sea en el interés de la justicia, o por voluntad de la víctima, sea necesario asignar un representante a la misma. 
3. Sobre el orden cronológico del análisis de las peticiones

La práctica actual de la Comisión consiste en tramitar las peticiones siguiendo el orden cronológico de su presentación. Dicha práctica cuenta con varias excepciones, relativas a categorías de peticiones que reciben un trato prioritario, tales como casos relativos a pena de muerte, víctimas que son adultos mayores o niños y niñas, personas privadas de libertad, víctimas enfermas terminales, casos en los que existen medidas cautelares para prevenir daños irreparables al objeto del proceso, o en circunstancias excepcionales cuando el atraso puede afectar el efecto útil de la protección. Estos criterios no están definidos de manera formal o pública por parte de la CIDH
. Adicionalmente, no hay claridad sobre la cantidad de casos recibidos cada año por país en los últimos 5 años, los temas peticionados por país y sub región, las excepciones realizadas a la regla de orden cronológico, etc. Esta información sería útil al momento de formular recomendaciones para hacer más efectiva la tutela regional.

Al respecto, el Informe del Grupo de Trabajo propone a la CIDH “continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas”
. 

En este tema, estimamos que todas las peticiones, sean tratadas por orden cronológico o de manera prioritaria, deben recibir un tratamiento oportuno, y en ese sentido es clave que la CIDH organice su trabajo para garantizar una respuesta efectiva a las víctimas. 

Consideramos en el mismo sentido que el GT, que es importante contar con mayor información sobre las peticiones presentadas y sobre los criterios utilizados para ordenar y priorizar el trabajo. Más aún, sobre este punto, presentamos propuestas tanto sobre el criterio cronológico de estudio de las peticiones como respecto a las excepciones. 

En lo relativo al primer tema, CEJIL ha propuesto en varias ocasiones que la CIDH adopte una práctica alternativa, que combine el orden cronológico de estudio de las peticiones con un criterio por país. De ese modo, consideramos que la Comisión podría organizar las peticiones según van llegando en orden cronológico pero dividiendo por país, e ir después tramitando una petición de cada país en orden cronológico. Ello garantizaría atender variedad de asuntos de la región, y evitaría que exista una apariencia de trato diferenciado por parte de la CIDH respecto a aquellos países en que hay un mayor conocimiento del uso de los mecanismos del SI, lo que no necesariamente es representativo de las necesidades de derechos humanos en la coyuntura regional. 

En lo relativo a las excepciones, desde CEJIL favorecemos que, más que los criterios sobre categorías de casos que se manejan actualmente, y que podrían llevar a considerar que unos temas tienen mayor prioridad que otros, la CIDH aplique criterios generales. Al respecto consideramos que los criterios a aplicar deberían ser 1) la existencia de un riesgo de daño irreparable al objeto del litigio; o 2) en circunstancias excepcionales cuando la resolución de un caso puede ayudar a resolver una cuestión clave para el avance de los derechos humanos que pueda ser de utilidad para resolver situaciones endémicas o sistemáticas. 

Respecto al primer criterio, estimamos que en aquellas situaciones en que existan medidas cautelares, y que dado el incumplimiento de las medidas por parte del Estado llegue a consumarse el daño a las personas o colectivo, la Comisión debe dar trámite prioritario al caso
.

Cualquier decisión de la CIDH que no respete el orden cronológico debería ser motivada y la resolución debería ser pública.

Observamos que la mayoría de las categorías que considera la CIDH actualmente podrían entrar de cualquier modo en alguno de los dos criterios mencionados, pero la formulación propuesta no lo limitaría a esos casos. Así, los criterios actuales podrían ser explicitados en directrices que sean de acceso público. 
4. Sobre la admisibilidad y la acumulación de la admisibilidad y el fondo

Actualmente el procedimiento de peticiones individuales ante la Comisión está dividido en dos etapas: admisibilidad y fondo. Ello fue cristalizado en la reforma reglamentaria realizada en el año 2000, que modificó definitivamente la práctica de pronunciarse en una decisión conjunta sobre la admisibilidad y el fondo salvo en circunstancias excepcionales
. 

Una de las críticas a la introducción de esta etapa adicional en el proceso consiste en que extendió el trámite de los casos, implicó la realización de una decisión adicional por parte de la CIDH que a su vez no redundó en número significativo de soluciones amistosas, ni en un menor cuestionamiento de las cuestiones de admisibilidad ante la Corte IDH
. Por ello, la decisión de admisibilidad con sus características actuales, tiene un impacto en la demora estructural que tiene la CIDH en la resolución de sus asuntos contenciosos. 

El procedimiento actual de realizar un informe de admisibilidad con un análisis detallado sobre los hechos del caso, el análisis de agotamiento de recursos internos que en algunos casos roza el análisis de fondo sobre el derecho de acceso a la justicia, la recepción e intercambio numeroso de información entre las partes, e inclusive la posible celebración de audiencias sobre admisibilidad
, incide en un retardo procesal y en una duplicación del trabajo que realiza la Comisión.

CEJIL considera que la CIDH debería abordar esta etapa del procedimiento a fin de modificar su práctica, para garantizar una mayor celeridad en el proceso en las condiciones económicas actuales del SI. 

Una alternativa para la CIDH consiste en seguir la marcada por la Corte al eliminar la etapa de admisibilidad y realizando un análisis conjunto de aquélla con el mérito y las reparaciones debidas del caso en especie. Esta medida hizo que el Tribunal redujese significativamente el término de los trámites. Según cifras del Tribunal con estas modificaciones se logró reducir a 20.78 meses el trámite, en comparación con los 40.5 que tardaba antes de la reforma del año 2000
. Entre 2006 y 2010 el trámite de los casos disminuyó a 17,4 meses de media, y de acuerdo a la última cifra disponible, en 2011 su duración era de 16,4 meses
. Esta solución puede ser especialmente apropiada para los casos en los que se alega la falta de agotamiento de los recursos internos por tardanza o inefectividad de los mismos. Un análisis conjunto de los temas de admisibilidad, fondo y reparaciones, contribuiría significativamente a reducir el retraso procesal ante la Comisión y requeriría una modificación del artículo 36(3) del Reglamento.
Otra alternativa razonable y quizás más factible dados los reclamos de la mayor parte de los Estados sobre este tema, consistiría en profundizar la simplificación de esta etapa del procedimiento en el sentido en que ha evolucionado la CIDH en los últimos años. 

Así, el análisis de admisibilidad debería ser lo más simplificado posible, siguiendo el modelo aplicado por la antigua Comisión Europea de Derechos Humanos y el actual Tribunal Europeo de Derechos Humanos, centrado en la verificación prima facie de los requisitos de admisibilidad, evitando entrar en temas propios del fondo como la determinación de los hechos o de los derechos violados
. 

El continuar su evolución en esta dirección puede contribuir a reducir drásticamente la duración del trámite al hacer el procedimiento y la decisión más sencilla, a la vez que otorga seguridad jurídica a las partes sobre el objeto del litigio y ayuda a mantener un estándar diferenciado de valoración entre la admisibilidad y el fondo.

Siguiendo el procedimiento simplificado de admisibilidad propuesto, la aplicación del artículo 36(3) del Reglamento de la CIDH que prevé la posibilidad de diferir el tratamiento de la admisibilidad hasta el debate y decisión del fondo, en circunstancias excepcionales
, debería aplicar cuando exista un vínculo indisoluble entre admisibilidad y fondo o, al igual que en la etapa de registro, cuando deba actuarse con mayor celeridad en casos en que exista riesgo de un daño irreparable al objeto del litigio, o cuando esté justificado para resolver violaciones endémicas o sistemáticas recurrentes. La CIDH debería tomar esta decisión en la primera oportunidad procesal disponible, una vez concurran los requisitos para ello.
Adicionalmente, consideramos que la CIDH debe realizar una fundamentación y motivación adecuada de sus decisiones, y por tanto debe justificar, aplicando los criterios propuestos al caso concreto, su decisión sobre la acumulación de la admisibilidad y el fondo, tan pronto cuente con la posición de las partes al respecto.

En cuanto a lo operativo, actualmente existe un grupo de trabajo sobre la admisibilidad, que estudia, entre sesiones, la admisibilidad de las peticiones y formula las recomendaciones al pleno, que debe continuar su trabajo y evaluar la posibilidad de realizar decisiones por vía electrónica entre sesiones ordinarias. 

5. Sobre los Plazos

Observamos que en varios apartados de la consulta sobre peticiones individuales se contempla la posibilidad de prorrogar los plazos ya establecidos en el Reglamento de la CIDH para que las partes respondan. En este sentido, se plantea prorrogar el plazo para que el Estado responda sobre la admisibilidad (art. 30(3) del Reglamento de la CIDH), así como el plazo para que las partes presenten observaciones sobre el fondo (artículo 37(1) del Reglamento). 

Al respecto, en la experiencia de CEJIL, el problema estructural de retardo en el trámite de los casos no tiene su principal causa en los plazos actualmente existentes en el Reglamento, sino en otras múltiples razones, entre las que cabe destacar la capacidad actual de la Comisión para adoptar decisiones prontas una vez cuenta con los elementos para hacerlo. Al respecto, el Reglamento ha sido modificado en varias ocasiones para agilizar los trámites, a pesar de lo cual el retardo del proceso no ha mejorado, lo cual evidencia que el problema no está en la normativa reglamentaria sino en otras causas, como el grave déficit de recursos que tiene la Comisión para atender adecuada y oportunamente todas las peticiones.

Por lo anterior, consideramos que, teniendo en cuenta la actual situación en el trámite de casos, y los plazos ya existentes, no sería necesario hacer reformas en este sentido. Estimamos que los plazos que existen son razonables y los mismos deben aplicarse con flexibilidad, observando el principio de igualdad de armas, teniendo en cuenta la naturaleza del caso, la gravedad de las violaciones, la antigüedad de los hechos, y otros factores. 

Por otra parte, respecto a la respuesta adecuada de la Comisión frente a un exceso de los plazos por las partes, observamos que ya existen en el Derecho Internacional consecuencias claras frente al silencio procesal de los Estados ante una denuncia internacional. Al respecto, la Corte y la CIDH han establecido en repetida jurisprudencia que “cuando el Estado no contesta la demanda de manera específica, se presumen verdaderos los hechos sobre los cuales guardó silencio, siempre que de las pruebas presentadas se puedan inferir conclusiones consistentes sobre los mismos”
. Por tanto, la falta de respuesta reiterada del Estado en un caso concreto no impediría que la Comisión proceda con el trámite de la petición.

En relación a la falta de respuesta de las víctimas, la Comisión debe considerar que son las víctimas las principales interesadas en la pronta resolución de la controversia. Por tanto, un retraso en la respuesta de parte de los peticionarios causaría un perjuicio directo sobre la víctima pero no en principio, sobre el Estado, a menos que éste pruebe lo contrario. Aunado a lo anterior, y reconociendo que el Estado y las víctimas no están en igualdad procesal, en diversas ocasiones las víctimas se encuentran en circunstancias adversas, o no cuentan con los medios o las posibilidades de contestar en un plazo estricto, lo cual debe ser valorado por la Comisión.

Finalmente, creemos necesario que, a fin de proveer mayor seguridad jurídica, la Comisión considere enviar una notificación a las partes en que informe que el trámite está cerrado y está realizando el examen final del caso a fin de emitir un informe de fondo, lo cual permitiría a las partes prepararse con antelación para las etapas posteriores de litigio (cumplimiento, presentación del caso a la Corte, etc).
6. Cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la CIDH a los Estados
CEJIL considera que el cumplimiento pleno de las recomendaciones contenidas en los informes de fondo de la CIDH es central para fortalecer el SI: la falta de implementación de las decisiones torna la protección en inefectiva. 

A pesar de ello, ni los Estados ni el Grupo de Trabajo realizaron propuestas tendientes a crear o mejorar los mecanismos nacionales, o implementar otras medidas con el objeto de garantizar la ejecución efectiva de las decisiones emitidas por la Comisión Interamericana. Tal y como lo hemos señalado en otras ocasiones, para CEJIL esta ausencia es la evidencia más clara de la falta de voluntad real de los Estados para consolidar la protección conferida por el SI. 

En primer lugar, como en otras áreas, la CIDH debería mejorar la información con la que cuenta sobre el estado de cumplimiento de sus decisiones, y de las decisiones de la Corte en la medida en que le resulte posible, a fin de identificar obstáculos recurrentes en la implementación.

Asimismo, la propia CIDH podría tomar algunas medidas para incentivar un mayor cumplimiento por parte de los Estados. Proponemos que la CIDH incluya el impulso de legislación y mecanismos de implementación de decisiones entre los temas prioritarios de su agenda promocional. 

En cuanto a las medidas de trámite, sugerimos que en sus informes de fondo, la Comisión formule de manera más específica el contenido de las recomendaciones emitidas en los casos concretos. Aunado a lo anterior, la Comisión debería ser más activa en el seguimiento sobre el cumplimiento de dichas recomendaciones mediante actividades de monitoreo y no de asesoría. En este sentido, podría actuar a través de las tareas adelantadas en sus relatorías de país y temáticas, las visitas a países, las reuniones de trabajo formales e informales entre las partes, las audiencias, los comunicados de prensa, y las demás herramientas con que cuenta la CIDH. 

Reconociendo que la actual necesidad de financiamiento hace difícil que la Comisión pueda destinar los recursos necesarios a esta actividad, proponemos que la Comisión sume a la tarea desarrollada en la actualidad, la identificación de aquellas recomendaciones que responden a problemas de derechos humanos estructurales, y cuyo cumplimiento tendría un efecto positivo también en el retraso procesal ante la CIDH por la presentación de casos de violaciones recurrentes (por ejemplo, el uso indebido de la justicia penal militar para la investigación de graves violaciones a los derechos humanos). 

Por último, en relación con la suspensión del plazo de tres meses para que la Comisión someta el caso a la Corte, consideramos que el artículo 46 del Reglamento es suficientemente claro respecto a aquellas condiciones que deben darse para que la CIDH considere de manera positiva la solicitud de los Estados. Al respecto, los Estados deberían cumplir cabalmente con el artículo 46(a) del Reglamento, y enviar información detallada que evidencie que está tomando acciones tendientes al cumplimiento. Por tanto, resulta injustificada la concesión de una o varias prórrogas a aquellos Estados que omitan enviar informes a la CIDH o cuyos informes evidencian inacción. En ese sentido, la mera existencia de mecanismos nacionales para el cumplimiento de decisiones del SI no garantiza la ejecución de las recomendaciones, y por tanto, por sí sola, no debe ser motivo para suspender el plazo para el envío de casos a la Corte.

D. Consideraciones de CEJIL sobre otros temas relacionados 

7. Archivo de Peticiones

En relación al “archivo de peticiones”, a pesar de que el tema no fue sometido a consulta por la CIDH, consideramos relevante presentar algunas observaciones, dado que ha sido parte del debate entre los Estados. Al respecto, el Informe del Grupo de Trabajo recomienda a la CIDH “desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de las peticiones y casos, incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal”
. Entre las propuestas que habían realizado al respecto los Estados, se incluye el establecimiento de plazos para el archivo en casos en que el peticionario no de seguimiento al caso por un período determinado, o cuando ya no exista la posibilidad de ofrecer remedio alguno al peticionario
. Dichas propuestas serían contrarias en su totalidad a los principios pro persona, de efectividad y universalidad, que inspiran el SI.
Al respecto, en la propia Convención Americana se prevé el archivo de aquellas peticiones en que no existan o subsistan los motivos de la denuncia o comunicación
. De igual modo, el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, modificado casi en su totalidad en la reforma de 2009, recoge de manera detallada el procedimiento para el archivo de casos. Consideramos que el artículo 42 es suficientemente claro y por tanto el mismo no necesita reformas. 

Las propuestas realizadas por los Estados, analizadas a la luz de la CADH, resultan contrarias a ésta, pues la inactividad procesal en un caso, en la mayoría de las ocasiones, responde a la demora en el trámite ante la CIDH y no a la inactividad del peticionario. Obviamente, dicho paso del tiempo puede tener consecuencias en la capacidad de la víctima para responder, dado que puede haber cambiado su situación (por desplazamiento, muerte, mudanza, entre otras razones). 

En cualquier caso, la inactividad del peticionario no implica necesariamente la desaparición de la alegada violación de derechos humanos. Al respecto, de conformidad con la CADH y el carácter tutelar del procedimiento, la CIDH puede continuar con el trámite de una petición a pesar de la inactividad de una de las partes, siempre que existan o subsistan los hechos que motivaron la presentación de la misma
.

8. Soluciones Amistosas

Otro tema que tampoco fue sometido a consulta por la CIDH, pero sobre el cual quisiéramos pronunciarnos, es el relativo a “soluciones amistosas”. La posibilidad de implementar una solución amistosa se contempla tanto en la CADH
, como en el Reglamento de la CIDH
. Recientemente la Comisión incluyó el fortalecimiento del proceso de solución amistosa en su Plan Estratégico para 2011-2015, así como también creó un grupo de trabajo especializado en la materia
. La CIDH realizó una consulta el año 2011 cuyos resultados no conocemos y agradeceríamos tener acceso a cualquier resultado preliminar de la misma. 

Si bien damos la bienvenida a dichos avances y reconocemos la utilidad del mecanismo de soluciones amistosas, nos preocupan algunas de las propuestas realizadas por los Estados en el Informe del Grupo de Trabajo
.

En primer lugar, consideramos delicada la recomendación de capacitar al personal de la Comisión sobre la “facilitación de procesos”. Al respecto, es preciso que la CIDH tenga presente cuál es su rol y los criterios que deben guiar su actuar, a la hora de ponerse a disposición de las partes para propiciar diálogos que puedan llevar a una solución amistosa. 

Al respecto, el rol de la Comisión no es el de actuar como mediador o árbitro, sino el de garantizar que se obtenga justicia en un caso determinado. Para ello, deberá considerar la naturaleza y gravedad de las violaciones alegadas, las exigencias del interés de la justicia, las circunstancias del caso concreto, y la actitud del Estado, entre otros. En este sentido, la Comisión establece en su Reglamento que “podrá dar por concluida su intervención en el procedimiento de solución amistosa si advierte que el asunto no es susceptible de resolverse por esta vía, o alguna de las partes no consiente en su aplicación, decide no continuar en él, o no muestra la voluntad de llegar a una solución amistosa fundada en el respeto de los derechos humanos”
. Nos parece fundamental, además, que la CIDH valore el grado de cumplimiento de los Estados en acuerdos de solución amistosa ya homologados y las decisiones de la CIDH a la hora de incentivar nuevos acuerdos. En ese mismo sentido, consideramos que no debería emitirse ningún informe de solución amistosa que trunque las posibilidades de que prospere el proceso internacional hasta que no se efectivice en la práctica la solución propuesta. 

Asimismo, nos preocupa la propuesta relativa a la consideración de acuerdos de solución amistosa por parte de la CIDH, una vez emitido un informe de fondo, por cuanto la misma es contraria a los artículos 49 y 50 de la CADH, en virtud de los cuales de no existir solución amistosa la CIDH procede a la emisión del informe de fondo. Por tanto, no es posible llegar a un acuerdo de solución amistosa una vez emitido un informe de fondo, lo cual sería inconsistente además con la determinación de responsabilidad internacional que dicho informe contiene. Ello sin perjuicio de que tras la emisión del informe, el Estado reconozca total o parcialmente responsabilidad en el caso; y que en virtud de ella se realice un acuerdo para el cumplimiento de las reparaciones en el caso en concreto. 

Observamos también con preocupación que el Informe del Grupo de Trabajo no recoge recomendación alguna a los Estados en relación a medidas tendientes a mejorar el cumplimiento de los acuerdos de solución amistosa. Al respecto, considerando la limitación de recursos de la CIDH, encontramos que no sería pertinente que la misma tenga la responsabilidad de elaborar un manual-guía sobre soluciones amistosas, su objetivo, criterios, ventajas, y otra información sugerida por los Estados. Como evidenciamos anteriormente, nos parece que en este sentido lo relevante sería que los propios Estados adopten mecanismos para dar un mayor cumplimiento a todas las decisiones del SI, incluyendo los acuerdos de solución amistosa. 
E. Reflexiones finales

Tal y como señalamos con anterioridad, observamos con preocupación que entre las recomendaciones formuladas por el Grupo de Trabajo no se incluye ninguna a los Estados encaminada a mejorar el nivel de cumplimiento de las decisiones emitidas por los órganos del SI.

Al respecto, consideramos que todos los Estados deberían establecer mecanismos nacionales de implementación, designar responsables, generar mecanismos de articulación y coordinación interinstitucionales, contar con dispositivos de revisión y mejora de las medidas implementadas, y garantizar la continua coordinación con los beneficiarios. Estimamos que esta tarea fundamental compete a los Estados y no a la Comisión. 
Finalmente, muchas de las propuestas realizadas por los Estados y por la sociedad civil para el perfeccionamiento del trámite de peticiones y de su efectividad, requerirían a todas luces un aumento significativo de los recursos con que cuenta la Secretaría de la Comisión. Por tanto, entendemos que la capacidad real de la Comisión para poner en práctica algunas de las reformas sugeridas en este documento dependerán en gran medida de que se efectivice el aumento de la financiación a la Comisión Interamericana. De nuevo, esa tarea recae en su mayor parte en los Estados.
� Ver AG/RES. 2761 (XLII-0/12), de 5 de junio de 2012.


� Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Ha sido definido como “un criterio hermenéutico que informa todo el derecho internacional de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria.” Pinto, Mónica, "El principio pro homine. Criterios de hermenéutica y pautas para la regulación de los derechos humanos", La aplicación de los tratados de derechos humanos por los tribunales locales, Argentina, Centro de Estudios Legales y Sociales-Editorial del Puerto, 1997, p. 163. 


� Tanto la Corte Interamericana como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos han señalado que “los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales.” Corte IDH. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C. No. 110, párr.165. Eur. Court HR, Tyrer v. United Kingdom judgment of 25 April 1978, Series A no. 26; págs. 15-16, párr.31; Eur. Court HR, Marckx case, judgment of 13 June 1979, Series A no. 31; pág. 19, párr. 41; y Eur. Court HR, Loizidou v. Turkey (Preliminary Objections) judgment of 23 March 1995, Series A no. 310; pág. 26, párr. 71. 


� En este sentido, la Corte IDH ha determinado que los artículos y su contenido deben ser interpretados y aplicados de manera que la protección sea verdaderamente práctica y eficaz, procurando siempre observar su efecto útil. Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Serie C, No. 104, de 28 de noviembre de 2003, párr.. 67. Asimismo, refiere la interpretación que la Corte Internacional de Justicia realizó sobre el principio del efecto útil en el caso Corfu Channel, en el sentido que:


[…] la Corte, al determinar la naturaleza y el alcance de una medida, debe observar su efecto práctico en lugar del motivo predominante que se conjetura la inspiró. 


Corfu Channel case, Judgment of April 9th, 1949: I.C.J. Reports 1949, p. 24; y P.C.I.J, Advisory Opinion No. 13 of July 23rd, 1926, Series B, No. 13, p. 19.


� El principio de la universalidad de los derechos humanos es la piedra angular del derecho internacional de los derechos humanos. Ha sido reiterado en numerosos convenios, declaraciones y resoluciones internacionales de derechos humanos, inter alia, la Carta de la OEA, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


� La Comisión ha señalado al respecto que, “durante el proceso, es frecuente que la disímil situación social o económica de las partes litigantes impacte en una desigual posibilidad de defensa en juicio. (…) Por ello debe reconocerse al principio de igualdad de armas entre los elementos integrantes de la garantía del debido proceso legal.” CIDH. El Acceso a la Justicia como Garantía de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Estudio de los Estándares fijados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, párr.185.


� La Corte Interamericana ha establecido que “[e]n todo proceso deben concurrir determinados elementos para que exista el mayor equilibrio entre las partes, para la debida defensa de sus intereses y derechos. Esto implica, entre otras cosas, que rija el principio de contradictorio en las actuaciones.” Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/2002 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párr. 132.


� Seguido tanto por la CIDH como por la Corte IDH en su práctica de período de audiencias. Y, recientemente en la primera visita que realizó la Corte IDH al territorio de la comunidad indígena de Sarayaku. Véase: Corte IDH. Caso del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Serie C, No. 245, de 27 de junio de 2012, sección C. Diligencia de visita al pueblo sarayaku, párr. 18 y ss.


� En este sentido, tanto la CIDH como la Corte IDH cuentan con fondos de asistencia legal. Véase: Reglamento de la CIDH sobre el Fondo de Asistencia Legal del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/fondo.asp"�http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/fondo.asp�; y Reglamento de la Corte interamericana de Derechos Humanos sobre el Funcionamiento del Fondo de Asistencia Legal de Víctimas, disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/CORTEASITENCIALEGAL.pdf


� Establecidos en los artículos 8 y 25 de la CADH.


� Informe del Grupo de Trabajo, pág. 13.


� Presentación de la Delegación de Colombia sobre el tema “Asuntos de Procedimiento en la Tramitación de los casos y peticiones individuales ante la CIDH”, Reunión del Grupo de Trabajo del 20 de septiembre de 2011. OEA/Ser.G, GT/SIDH/INF. 12/11, de 7 de octubre de 2011; y Propuesta de la Delegación de Bolivia sobre los Temas “Principio de Universalidad”, “Funciones de Promoción”, “Acuerdos Amistosos”, “Medidas Cautelares”, “Asuntos de Procedimiento” y “Financiamiento”, Tercera y última fase de labores del Grupo de Trabajo. OEA/Ser.G, GT/SIDH/INF.39/11, 1 de diciembre de 2011.


� Corte IDH. Caso del Pueblo Kichwa de Sarayaku. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012. Serie C No. 245, párr. 232


� Brasil cuenta con este tipo de acciones desde 1977, en que se aprobó la Ley de la Acción Popular. En Argentina, a partir de la decisión de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “Halabi, Ernesto c/ P.E.N – Ley 25.873 – Decreto 1563/04 s/ acción de amparo” se crearon pretorianamente en el ordenamiento jurídico argentino las “acciones de clase o grupo”. El Tribunal entendió que los efectos de la sentencia serían erga omnes, y así de esta manera se extendieron a todos los miembros de la “clase” que representaba el actor. Sentencia disponible en: �HYPERLINK "http://www.csjn.gov.ar/cfal/fallos/cfal3/ver_fallos.jsp" \t "_blank"�http://www.csjn.gov.ar/cfal/fallos/cfal3/ver_fallos.jsp�. Asimismo, en Colombia, el artículo 88 de su Constitución Nacional establece la existencia dentro su ordenamiento de las “acciones populares” (se utilizan cuando el grupo afectado tiene un carácter indeterminado. Por su parte, en Chile a partir de la sanción de la Ley 19.955 se incorporaron al orden interno las “acciones de interés colectivo” o las “acciones de clase”. Ver Antonio Gidi y Eduardo Ferrer Mac-Gregor. La Tutela de los Derechos Difusos, Colectivos e Individuales Homogéneos. Hacia un Código Modelo para Iberoamérica. Editorial Porrúa, México, 2003. Estados Unidos fue uno de los grandes precursores de las acciones colectivas (o “class actions”), y ya las Federal Rules of Civil Procedure de 1938 fijaron en la regla 23 las normas rectoras de las llamadas class actions.


� En este sentido, consideramos que la Comisión y la Corte no deberían excluir como víctimas a personas cuyo carácter como tales se desprende claramente del expediente, a pesar de una omisión procedimental de los peticionarios. 


� Ver por ejemplo, Corte IDH. Caso de la Masacre de Mapiripán. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 311. Caso de la Masacre del Plan Sánchez. Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2004. Serie C No. 116, párr. 67.


� Ver Respuesta de CEJIL al Módulo de Consulta II de la CIDH: Medidas Cautelares.


� Human Rights Clinic, The University of Texas. Maximizando la Justicia, Minimizando la Demora. Acelerando los Procedimientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Diciembre de 2011, pág. 61.


� El porcentaje de personas con acceso a medios electrónicos sigue siendo bajo en nuestro continente, y seguramente no alcanza a los colectivos excluidos con mayor necesidad de protección. Ver por ejemplo, http://www.un-ngls.org/spip.php?page=article_s&id_article=3094


� http://cejil.org/comunicados/entra-en-vigor-el-reglamento-de-la-cidh-sobre-el-fondo-de-asistencia-legal


� Los mismos aparecen como objeto de la consulta de la CIDH, http://www.oas.org/es/cidh/consulta/1_peticiones.asp.  Ver también Human Rights Clinic, The University of Texas. Maximizando la Justicia, Minimizando la Demora. Acelerando los Procedimientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Diciembre de 2011, pág. 19.


� Informe del Grupo de Trabajo, pág. 13.


� Este tema es tratado en mayor profundidad en las observaciones de CEJIL al módulo II de consulta relativo a las medidas cautelares.


� A finales de los 90s CEJIL se pronunció en contra de dicho cambio reglamentario.


� En reformas anteriores los Estados argumentaban que separar la admisibilidad del fondo facilitaría la apertura de procesos de solución amistosa, y reduciría la cartera de casos eliminando antes de tiempo aquellos que no fueran admisibles. La realidad demuestra que esta lectura no redundó en los beneficios anticipados. Para CEJIL es la formalización excesiva del trámite la que genera una mayor demora en la resolución de los casos.


� CIDH, Plan Estratégico 2011 – 2015, Parte II: 50 Años Defendiendo los Derechos Humanos: Resultados y Desafíos, 18 (enero de 2011), pág. 8.


� Corte IDH. Informe Anual 2006, pág. 91.


� Ver Corte IDH. Informe Anual 2011, pág. 8.


� Ver por ejemplo, Jan Nielsen vs. Denmark. Application 10929/84. 10 March 1986. EHRRCD; ECHR. P.Z. and Others vs. Sweden. Application 68194/10. 29 May 2012. 


� En casos de gravedad y urgencia o cuando se considere que la vida de una persona o su integridad personal se encuentre en peligro real e inminente. Artículo 30, inciso 4), Reglamento CIDH.


� Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000, párr. 100; Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988, párr. 138; Caso del Tribunal Constitucional. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001, párr. 48; Caso Godínez Cruz.  Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989, párr. 144. CIDH, Informe N° 37/00, Caso 11.481, Monseñor Oscar Arnulfo Romero y Galdámez c. El Salvador, 13 de abril de 2000, OEA/Ser.L/V/II.106 Doc. 3 rev. en 671 (1999) párr. 43 y 156.


� Informe del Grupo de Trabajo, pág. 12.


� Presentaciones de la Delegación de México sobre los temas “Asuntos de Procedimiento en la Tramitación de los casos y peticiones individuales” y “Soluciones Amistosas”, Reuniones del Grupo de Trabajo del 20 y 27 de septiembre de 2011. OEA/Ser.G, GT/SIDH/INF. 10/11, de 7 de octubre de 2011; Exposiciones de la Delegación de Brasil sobre los temas “Soluciones Amistosas”, “Procedimientos para el Trámite de Casos Individuales”, “Financiamiento de la CIDH”, “Promoción de los Derechos Humanos”, así como la intervención de Brasil durante la reunión del Grupo de Trabajo con la CIDH celebrada el 1 de noviembre de 2011. OEA/Ser.G, GT/SIDH/INF.30/11, 3 de noviembre de 2011; y Propuestas de la Delegación de Chile sobre los temas “Funciones de Promoción”, “Medidas Cautelares”, “Soluciones Amistosas”, “Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales”, y “Financiamiento”, Tercera y última fase de labores del Grupo de Trabajo. OEA/Ser.G, GT/SIDH/INF. 33/11, de 11 de noviembre de 2011.


� Artículo 48, inciso 1, literales b y d, CADH.


� Ver Artículo 48 de la CADH.


� Artículo 48, inciso 1., apartado f) CADH.


� Artículo 40 inciso 1. Reglamento CIDH.


� “We have a working group on precautionary measures; we have a working group on court cases.  Well part of the implementation of the phase one of this project is the implementation of the working group on friendly settlements, so that we can have people who are specialized in this mechanism and who can also produce more results in the mechanisms.  As I’ve said the funding is quite limited so I am in conditions to present to you right now the working group of the Commission on the question of friendly settlement which is a person within our secretariat which is a person who is primarily in charge of the implementation of this project, and that’s Fanny Gomez.  She is our working group and I accompany her in this initiative.  So we’re starting this strengthening process.  It’s a very limited and modest initiative but because the Commission takes this so seriously, the Commission did reach out to seek and obtain external funding to do it.” PRESENTATION BY THE EXECUTIVE SECRETARIAT OF THE IACHR ON THE TOPIC “FRIENDLY SETTLEMENT”(Working Group meeting of September 27, 2011) Special Working Group to Reflect on the Workings of the IACHR with a view to Strengthening the IAHRS -OEA/Ser.G/GT/SIDH/INF. 41/11/ 2 December 2011.


� Ver Informe del Grupo de Trabajo, pág. 14.


� Artículo 40, incisos 2 y 4 del Reglamento de la CIDH





1

